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I.  EL ORDENAMIENTO CONSTITUCIONAL Y FUNCIONAL DEL ESTADO 

1.  Estados de excepción. Decretos de estado de excepción. Prorroga 

TSJ-SC (80)        22-7-2020 

Ponente: Juan José Mendoza Jover 

Caso: Solicitud para que se declare la constitucionalidad del Decreto nú-
mero 4.242 del 02 de julio de 2020, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela número 6.551 Extraordinario, de 
igual data, mediante el cual se prorroga por sesenta (60) días el plazo es-
tablecido en el Decreto número 4.194, de fecha 04 de mayo de 2020 me-
diante el cual se declaró el Estado de Excepción y de Emergencia Eco-
nómica en todo el territorio nacional.  

En tal sentido, puede afirmarse que los estados de excepción son circunstancias de va-
riada índole, que pueden afectar la seguridad de la Nación, de las instituciones o de los ciu-
dadanos, para cuya atención no serían totalmente suficientes ni adecuadas a los fines del 
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restablecimiento de la normalidad, las facultades de que dispone ordinariamente el Poder 
Público, y ante las cuales el ciudadano Presidente de la República en Consejo de Ministros, 
está investido de potestades plenas para declarar tal estado, prorrogarlo o aumentar el número 
de garantías constitucionales restringidas con miras a proteger el bien común, y disponer de 
tales medidas en los términos que contemple en el Decreto respectivo, en el marco constitu-
cional, para garantizar la seguridad y defensa de la República, y de su soberanía en todos sus 
atributos y aspectos; en fin, para proteger el propio orden constitucional. 

En este orden de ideas, debe indicarse que tanto los estados de excepción como sus pró-
rrogas solamente pueden declararse ante situaciones objetivas de suma gravedad que hagan 
insuficientes los medios ordinarios de que dispone el Estado para afrontarlos. De allí que uno 
de los extremos que han de ponderarse se refiere a la proporcionalidad de las medidas decre-
tadas respecto de la ratio o las situaciones de hecho acontecidas.(…) 

2.  Estados de excepción. Decretos de estado de Alarma 

TSJ-SC (81)                                       22-7-2020 

PONENCIA CONJUNTA  

Caso: Solicitud para que se declare la CONSTITUCIONALIDAD del 
Decreto N° 4.247 publicado en la Gaceta Oficial N° 6.554 Extraordina-
rio, ambos de fecha 10 de julio de 2020, mediante el cual se declara el 
Estado de Alarma para atender la Emergencia Sanitaria del Coronavirus 
(COVID-19). 

En tal sentido, puede afirmarse que los estados de excepción son circunstancias de va-
riada índole, que pueden afectar la seguridad de la nación, de las instituciones o de los ciuda-
danos, para cuya atención no serían totalmente suficientes ni adecuadas a los fines del resta-
blecimiento de la normalidad, las facultades de que dispone ordinariamente el Poder Público 
y ante las cuales el ciudadano Presidente de la República, en Consejo de Ministros, está in-
vestido de potestades plenas para declarar tal estado en los términos que contemple el decreto 
respectivo, con los límites y bajo el cumplimiento de las formalidades estatuidas en el Texto 
Fundamental, pero siempre en la búsqueda de salvaguardar los derechos de los ciudadanos y 
ciudadanas. 

Respecto de las circunstancias que ameritarían la activación de tal mecanismo excep-
cional y extraordinario, ciertamente destacan los conceptos de heterogeneidad, irresistibilidad 
o rebase de las facultades ordinarias del Poder Público y de lesividad, por la producción 
potencial o acaecida de daños a personas, cosas o instituciones. De éstos, la Sala estima per-
tinente aludir a la heterogeneidad, puesto que, en efecto, las condiciones que pueden presen-
tarse en el plano material, sean de origen natural, económico o social en general, son de 
enorme diversidad e índole y, en esa medida, los estados de excepción reconocidos por decre-
to del Presidente de la República, pueden versar sobre hechos que tradicionalmente se aso-
cian a este tipo de medidas; empero, por igual, pueden referirse a situaciones anómalas que 
afecten o pretendan afectar la paz, la seguridad integral, la soberanía, el funcionamiento de 
las instituciones, la economía y la sociedad en general, a nivel nacional, regional o local, 
cuya duración no siempre es posible de estimación, en razón de las circunstancias que la 
originan. 

Igualmente, los estados de excepción solamente pueden declararse ante situaciones ob-
jetivas de suma gravedad que hagan insuficientes los medios ordinarios de que dispone el 
Estado para afrontarlos. De allí que uno de los extremos que ha de ponderarse se refiere a la 
proporcionalidad de las medidas decretadas respecto de la ratio o las situaciones de hecho 
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acontecidas, en este caso, vinculadas al sistema socio-económico nacional, las cuales inciden 
de forma negativa y directa en el orden público constitucional. De tal modo, que las medi-
das tomadas en el marco de un estado de excepción deben ser, en efecto, proporcionales a 
la situación que se quiere afrontar en lo que respecta a gravedad, naturaleza y ámbito de 
aplicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica sobre Estados de 
Excepción. 

En cuanto a la naturaleza propiamente del decreto que declara el estado de excepción, la 
Ley Orgánica sobre Estados de Excepción señala en su artículo 21, que éste suspende tempo-
ralmente, en las leyes vigentes, los artículos incompatibles con las medidas dictadas en dicho 
Decreto. 

Ello es así por cuanto, en esencia, la regulación de excepción o extraordinaria, implica 
una nueva regulación jurídica, esta vez, temporal, que se superpone al régimen ordinario. 

Tal circunstancia se observa, inclusive, desde el propio Texto Constitucional, toda vez 
que en el contexto de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, los estados 
de excepción implican circunstancias de variada índole que pueden afectar la seguridad de la 
nación, de las instituciones o de los ciudadanos, para cuya atención no serían totalmente 
suficientes ni adecuadas a los fines del restablecimiento de la normalidad, las facultades de que 
dispone ordinariamente el Poder Público, y ante las cuales el ciudadano Presidente de la Repú-
blica, en Consejo de Ministros, está investido de potestades plenas para declarar tal estado, 
prorrogarla o aumentar el número de garantías constitucionales restringidas, y disponer de tales 
medidas en los términos que contemple el Decreto respectivo, en el marco constitucional, para 
garantizar la seguridad y defensa de la República y de su soberanía, en fin, para proteger el 
propio orden constitucional (circunstancia que explica la ubicación de las principales normas 
que regulan esta materia dentro del Texto Fundamental: TÍTULO VIII DE LA PROTECCIÓN 
DE ESTA CONSTITUCIÓN, Capítulo I De la Garantía de esta Constitución, Capítulo II De los 
Estados de Excepción. Este Título es posterior a los Títulos IV, V, VI y VII: DEL PODER 
PÚBLICO, DE LA ORGANIZACIÓN DEL PODER PÚBLICO NACIONAL, DEL SISTE-
MA SOCIO ECONÓMICO y DE LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN). 

Así pues, tal circunstancia evidencia que la regulación constitucional ordinaria precede 
a ese Capítulo II del TÍTULO VIII de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, el cual contempla el derecho constitucional de excepción. 

Por su parte, el artículo 22 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción dispone que 
el decreto tendrá rango y fuerza de ley y que entrará en vigencia una vez dictado por el Presi-
dente de la República, en Consejo de Ministros. Igualmente, prevé que deberá ser publicado 
en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y difundido en el más breve 
plazo por todos los medios de comunicación social. 

Por otra parte, el lapso de vigencia del mencionado instrumento jurídico constitucional 
está supeditado a los parámetros que dispone la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela. 

En ese sentido, el decreto que declara el estado de excepción es un acto de naturaleza 
especial, con rango y fuerza de ley, de orden temporal, con auténtico valor que lo incorpora al 
bloque de la legalidad y que está, por tanto, revestido de las características aplicables a los 
actos que tienen rango legal ordinariamente, y más particularmente, concebido en la categoría 
de acto de gobierno que, inclusive, luego del pronunciamiento de esta Sala, pudiera ser decla-
rado, in abstracto, constitucional. Ello tendría su asidero en las especialísimas situaciones 
fácticas bajo las cuales son adoptados y los efectos que debe surtir con la inmediatez que 
impone la gravedad o entidad de las afectaciones que el Poder Público, con facultades extra-
ordinarias temporarias derivadas del propio Decreto, está en la obligación de atender. 
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[…] 

Ahora bien, para que el acto de gobierno sometido a examen sea controlable constitu-
cionalmente, requiere al menos de un fundamento objetivo, lo cual, en el caso de los estados 
de excepción o de necesidad, se traduce en la invocación y armonización directa de las nor-
mas constitucionales y legales contenidas en la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción , 
que habilitan al Presidente de la República para ejercer esa potestad, y el establecimiento de 
medidas razonables y proporcionales a la situación que se pretende controlar, que justifiquen 
la injerencia del Estado en el ámbito de los derechos y garantías constitucionales de sus ciu-
dadanos, en función, precisamente, de la eficaz protección de los mismos con miras al bien 
común. 

Al respecto, por lo que atañe a la base jurídica invocada por el ciudadano Presidente de 
la República para dictar el Decreto sub examine, resaltan el artículo 226 de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, el cual reconoce que “[e]l Presidente o Presidenta de 
la República es el Jefe o Jefa del Estado y del Ejecutivo Nacional, en cuya condición dirige 
la acción del Gobierno”; el numeral 7 del artículo 236 del mismo Texto Constitucional, que 
alude a la competencia específica del Presidente de la República para declarar los estados de 
excepción en los casos previstos en esta Constitución; y los artículos 337, 338 y 339 eiusdem, 
así como los artículos 2 al 7, 10, 15, 17, 18 y 23 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excep-
ción, que dan cuenta de una diversa gama de medidas oportunas que permitan atender efi-
cazmente las situaciones coyunturales, sistemáticas, inéditas y sobrevenidas, adicional a lo 
establecido en el numeral 2 del artículo 4 de la Ley de la Organización Nacional de Protec-
ción Civil y Administración de Desastres; que establece el concepto de emergencia; el artícu-
lo 67, Parágrafo Único, de la Ley de Medicamentos, que es del tenor siguiente: “El Ejecutivo 
Nacional, en casos de emergencias sanitarias y mientras dure la contingencia, podrá impor-
tar medicamentos, productos semiterminados y materias primas, a los fines de garantizar la 
disponibilidad de los mismos” y el numeral 6 del artículo 11 de la Ley Orgánica de Salud que 
regula dentro de las atribuciones del Ministerio de Salud su rectoría en casos de emergencia 
sanitaria, así como los artículos 34, que define que son los establecimientos de atención mé-
dica (hospitales, clínicas, ambulatorios públicos y privados debidamente calificados y dota-
dos) y 62 que regula la obligación de los trabajadores de la salud de asegurar, inclusive du-
rante situaciones conflictivas, la atención a los enfermos, vigilancia y control epidemiológi-
co; todos éstos de dicha Ley orgánica.(…) 

(…) De lo anteriormente expuesto, esta Sala observa que ante la situación que pone en 
riesgo la salud y la seguridad social y con el objeto de propender a la protección de la salud 
del pueblo, el Ejecutivo Nacional emite este decreto de Estado de Alarma con la finalidad de 
dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 83 de nuestra Constitución, cumpliendo así 
con el postulado constitucional que impone garantizar la salud como derecho fundamental de 
la población, lo cual es de orden público constitucional. Al respecto, el artículo 83 Constitu-
cional, pauta lo que sigue: 

Artículo 83. La salud es un derecho social fundamental, obligación del Estado, que lo ga-
rantizará como parte del derecho a la vida. El Estado promoverá y desarrollará políticas 
orientadas a elevar la calidad de vida, el bienestar colectivo y el acceso a los servicios. To-
das las personas tienen derecho a la protección de la salud, así como el deber de participar 
activamente en su promoción y defensa, y el de cumplir con las medidas sanitarias y de sa-
neamiento que establezca la ley, de conformidad con los tratados y convenios internaciona-
les suscritos y ratificados por la República. 

Asimismo, visto lo anterior, hay que destacar que el decreto de Estado de Alarma busca 
garantizar la protección de la sociedad, ante tan grave situación como lo es una pandemia, se 
debe tener en cuenta que el Ejecutivo Nacional está en la obligación de resguardar todas las 
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garantías constitucionales, y que en casos de Estado de Alarma puede restringir algunas para 
salvaguardar la salud del pueblo. Con la finalidad de dar cumplimiento a lo dictado en el 
referido decreto, es necesario considerar que el Estado debe garantizar a toda persona el goce 
de los derechos humanos tal como lo establece el artículo 19 de la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, también el derecho a la vida el cual es inviolable, tal como lo 
establece el artículo 43 del Texto Constitucional, garantizar el libre tránsito, sin menoscabo 
de las necesarias restricciones e incluso cierres parciales o totales que el Ejecutivo Nacional 
puede dictar, por motivos de prevención y salvaguarda de la salud y consecuencialmente la 
vida bajo el principio de ponderación de derechos y garantías; también establecen los artícu-
los 53 y 55 de la Carta Magna lo atinente a la seguridad que debe brindar el Ejecutivo Nacio-
nal al derecho de reunión, es decir, el que tiene toda persona vinculado al libre acceso y 
reunión en sitios públicos o privados; no obstante, en razón del objeto de este excepcional 
Estado de Alarma, es válida y necesaria la restricción dirigida a reuniones de personas para 
garantizar su salud y evitar o disminuir la propagación del virus que es conocido como Coro-
navirus (COVID-19), declarado, como se indicó, pandemia por la Organización Mundial de 
la Salud, todo esto para evitar que afloren o potencien las vulnerabilidades de los habitantes 
de la República y en ejercicio pleno de su rol de Estado garante de los derechos, cada uno de 
estos artículos están concatenados con el artículo 338 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela. 

La administración pública nacional, estadal y municipal, central y descentralizada, en la 
ejecución del decreto de estado de alarma, deben coordinar obligatoriamente cualquier medi-
da que consideren necesaria o conveniente con la Comisión Presidencial COVID-19, como 
órgano rector para la ejecución del Estado de Alarma, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 2, 31 y la disposición final segunda del decreto objeto de análisis. 

De conformidad con el artículo 7 del decreto de estado de alarma, sólo el Presidente de 
la República Bolivariana de Venezuela podrá restringir la circulación en determinadas áreas o 
zonas geográficas, así como la entrada o salida de éstas. 

El artículo 4 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, establece exigencias de 
justificación o razonabilidad de las medidas dispuestas para atender la situación de hecho que 
afecta la seguridad de la Nación, de sus ciudadanos y sus instituciones. Por tanto, esta Sala 
Constitucional constata, luego del análisis conducente, que se verifican los extremos de nece-
sidad, idoneidad y proporcionalidad de las medidas de excepción decretadas, las cuales se 
juzgan necesarias, adecuadas y proporcionales al resguardo de la población venezolana a fin 
de mitigar y erradicar los riesgos de epidemia relacionados con el coronavirus (COVID-19) y 
sus posibles cepas, garantizando la atención oportuna, eficaz y eficiente de los casos que 
existan o pudieren originarse. 

De allí que se estime ajustado al orden constitucional y, por ende procedente, que el 
Ejecutivo Nacional, con vista en las circunstancias presentadas en todo el territorio nacional, 
emplee las herramientas que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela ha 
dispuesto, en cumplimiento -tal como lo manifiesta el decreto- del deber irrenunciable e 
ineludible del Estado Venezolano de garantizar a la población el disfrute pleno de sus dere-
chos, preservar el orden interno, el acceso oportuno a bienes y servicios fundamentales para 
disminuir los efectos ocasionados por circunstancias de orden natural, que se están presen-
tando por la pandemia declarada a nivel mundial y que afecta a nuestro pueblo. 

Ello así, se observa que el citado decreto, objeto de examen de constitucionalidad, pre-
serva y ratifica la plena vigencia de los derechos y garantías constitucionales previstos en el 
ordenamiento jurídico, desprendiéndose de ello la configuración de otro elemento en el exa-
men de constitucionalidad, a favor de la plena adecuación a los preceptos y límites que se 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 163/164 - 2020 

 

498 

coligen del Texto Fundamental, a ser observados cuando el Jefe del Estado ejercita las facul-
tades de declaratoria de Estados de Excepción. El decreto, asimismo, resguarda y, por ende, 
no implica restricción de aquellos derechos cuyas garantías no pueden ser limitadas por ex-
preso mandato constitucional, a saber, las referidas a los derechos a la vida, prohibición de 
incomunicación o tortura, el derecho al debido proceso, el derecho a la información y los 
demás derechos humanos intangibles, tal como lo disponen los artículos 337 del Texto Fun-
damental y 7 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción. 

II.  EL ORDENAMIENTO ORGÁNICO DEL ESTADO 

1.  El Poder Judicial 

A.  Tribunal Supremo de Justicia 

a.  Facultad de Avocamiento 

TSJ-SC (243)                14-12-2020 

Magistrada Ponente: Carmen Zuleta De Merchán 

Caso: Daniela Carolina Guerrieri Selvaggio  

…Previo a cualquier pronunciamiento, esta Sala debe determinar su competencia para 
conocer de la presente solicitud de avocamiento, previas las siguientes consideraciones: 

Con relación a la potestad de avocamiento a que se refiere la presente solicitud, la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia dispone en el artículo 25, numeral 16, lo si-
guiente:  

“Son competencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia: 

(…) 

16. Avocar las causas en las que se presuma la violación del orden público constitucional, 
tanto de las otras Salas como de los demás tribunales de la República, siempre que no haya 
recaído sentencia definitivamente firme”. 

Asimismo, se observa que los artículos 106 y 107 de la Ley Orgánica del Tribunal Su-
premo de Justicia regulan la institución del avocamiento y los supuestos de procedencia, así: 

“Artículo 106. Cualesquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia, en las materias 
de su respectiva competencia, de oficio o a instancia de parte, con conocimiento sumario de 
la situación, podrá recabar de cualquier tribunal, en el estado en que se encuentre, cual-
quier expediente o causa para resolver si la avoca y asume el conocimiento del asunto o, en 
su defecto, lo asigna a otro tribunal.   

Artículo 107. El avocamiento será ejercido con suma prudencia y sólo en caso de graves 
desórdenes procesales o de escandalosas violaciones al ordenamiento jurídico que perjudi-
quen ostensiblemente la imagen del Poder Judicial, la paz pública o la institucionalidad de-
mocrática.” 

En atención a las disposiciones supra transcritas y siendo que en la causa  cuyo avoca-
miento se solicita, dada la entidad de las denuncias, pudiera haber la posible transgresión del 
orden público constitucional vinculada con el derecho al debido proceso y a la tutela judicial 
efectiva, dentro del proceso penal en fase de investigación desde hace más de diez años que 
motivó la presente solicitud; y siendo asimismo que se encuentra inmiscuido el orden público 
constitucional al denunciarse la violación de los referidos derechos fundamentales, garanti-
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zando esta Sala los derechos humanos, infracciones estas que pudieran comportar escandalo-
sas violaciones al ordenamiento jurídico comprometiendo así la imagen del Poder Judicial y 
la paz pública. 

Del mismo modo, la competencia en materia de avocamiento esta Sala Constitucional la 
ejerce de manera amplia, siendo criterio judicial no restringir el ejercicio de sus facultades, la 
Sala posee los más amplios poderes de avocarse, en tanto que la misma está sujeta al examen 
que del expediente se realice, a fin de constatar la existencia de graves desórdenes procesales 
o de escandalosas violaciones al ordenamiento jurídico, motivo por el cual esta Sala se decla-
ra competente para conocer y decidir de la solicitud de avocamiento planteada en el caso sub 
examine. Así se declara. 

[…] 

Por otro lado, a los fines de considerar el trámite de la presente solicitud de avocamien-
to, el título VII, Capítulo III, de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, establece: 

“Artículo 108. La Sala examinará las condiciones de admisibilidad del avocamiento, en 
cuanto al asunto curse ante algún tribunal de la República, independientemente de su jerar-
quía y especialidad o de la etapa o fase procesal en que se encuentre, así como que las irre-
gularidades que se aleguen hayan sido oportunamente reclamadas sin éxito en la instancia a 
través de los medios ordinarios. Cuando se admita la solicitud de avocamiento, la Sala ofi-
ciará al tribunal de la instancia, requerirá el expediente respectivo y podrá ordenar la sus-
pensión inmediata del curso de la causa, así como la prohibición de realizar cualquier clase 
de actuación. Serán nulos los actos y las diligencias que se dicten en desacato a la suspen-
sión o prohibición que se expida. 

Artículo 109. La sentencia sobre el avocamiento la dictará la Sala competente, la cual podrá 
decretar la nulidad y subsiguiente reposición del juicio al estado que tenga pertinencia, o 
decretar la nulidad de alguno o algunos de los actos de los procesos, u ordenar la remisión 
del expediente para la continuación del proceso o de los procesos en otro tribunal competen-
te en la materia, así como adoptar cualquiera medida legal que estime idónea para el resta-
blecimiento del orden jurídico infringido”. 

Conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, el 
avocamiento entendido en sí como potestad, debe ser analizado conforme a las situación de 
admisibilidad previstas en el artículo 108 de la Ley, referidas a que los asuntos que cursen 
ante cualquier juzgado de la República, independientemente de su jerarquía y especialidad, o 
de la etapa o fase procesal en que se encuentren, así como que las irregularidades que se 
aleguen, hayan sido reclamadas oportunamente sin éxito en la instancia a través de los me-
dios ordinarios. 

En atribución del artículo 108 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
cualquier parte afectada puede solicitar el avocamiento por parte de esta Sala, siempre y 
cuando haya manifestado ante la instancia correspondiente, las anomalías que considere 
necesarias y por las cuales pretende que sean en esa misma instancia corregidas so pena de 
generarse una infracción de los derechos y garantías fundamentales ínsitos del proceso que 
ameriten posteriormente la interposición del avocamiento. 

En este punto, a diferencia de lo ocurrido en el amparo, no se trata de ejercer las accio-
nes o recursos ordinarios, toda vez que el avocamiento presupone el ejercicio de una potestad 
que no se encuentra condicionada a medios impugnativos previos. Sin embargo, esta Sala 
considera necesario, tal como así lo dispone la Ley que rige las funciones de este Alto tribu-
nal, que la parte afectada dentro del proceso haga advertir de cualquier forma dentro del 
mismo, la anomalía que afecte su posición dentro de la causa, o de la existencia de elementos 
exógenos capaces de viciar la tramitación del juicio, pervirtiendo su correcta instrucción. 
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El cumplimiento de este requerimiento conforme a la Ley Orgánica del Tribunal Su-
premo de Justicia obedece a la carga que tiene el afectado como parte del proceso de advertir 
o enterar a las partes y al director del proceso de las circunstancias desavenidas, previa a la 
posibilidad de acudir a esta Sala a los fines de solicitar el avocamiento. 

El fundamento de tal requerimiento obedece a que el avocamiento reviste un carácter 
extraordinario, por cuanto es capaz de afectar las garantías del juez natural y del doble grado 
de jurisdicción; de allí deriva la regulación por Ley que rige las funciones de las Salas de este 
Máximo Tribunal, de ceñir el avocamiento a las preceptuadas condiciones de admisibilidad y 
procedencia, siendo que estas últimas no sólo estén fundadas en derecho, en atención a lo 
alegado y probado en autos, sino también en criterios de justicia y razonabilidad que asegu-
ren la tutela efectiva de quien haya demostrado su legítima pretensión en el asunto a resolver 
(vid. S.C. N° 5046 del 15 de diciembre de 2005, caso: José Urbina y otros). 

III.  LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 

1.  Revisión Constitucional. Admisibilidad  

TSJ-SC (99)            14-8-2020 

Magistrada Ponente: Carmen Zuleta de Merchán 

Caso: Industria Venezolana Maicera Pronutricos, C.A. y Protécnica, C.A.  

Delimitada como ha sido la competencia para conocer de la presente solicitud de revi-
sión, esta Sala pasa a decidir y, para ello, observa:  

La abogada Losbeliz Páez Arenas, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abo-
gado bajo el número 92.396, aduce representar a Industria Venezolana Maicera Pronutri-
cos, C.A., inscrita el 24 de octubre de 1990, ante el Registro Mercantil Primero de la Cir-
cunscripción Judicial del Distrito Capital y Estado Miranda, bajo el N° 45, Tomo 30-A; y a la 
sociedad mercantil Protécnica, C.A., inscrita el 18 de enero de 2007, ante el Registro Mer-
cantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, bajo el N° 72, Tomo 
209-A; con tal carácter, presentó ante el Tribunal Superior Primero del Trabajo de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Portuguesa con sede en Guanare, escrito contentivo de la 
solicitud de revisión constitucional de la sentencia proferida por dicho juzgado el 10 de enero 
de 2017. La abogada solicitante afirma que su condición de apoderada judicial de las men-
cionadas sociedades mercantiles consta en “Poder debidamente autenticado ante la Notaría 
Publica Duodécima del Municipio Libertador del Distrito Capital, el cual quedó inserto bajo 
el número 09, Tomo 09 del Libro de Autenticaciones de la misma, en fecha 13 de febrero de 
2015 (sic)”.  

Ahora bien, esta Sala precisa que en el caso bajo estudio, no se encuentra demostrado 
que la abogada Losbeliz Páez Arenas, ostenta la condición de apoderada judicial de las socie-
dades mercantiles Industria Venezolana Maicera Pronutricos, C.A. y Protécnica, C.A., 
toda vez que no cumplió con la carga procesal de consignar, conjuntamente con la solicitud 
de revisión constitucional, copia certificada del documento poder que demostrase tal cuali-
dad; asimismo, omitió consignar copia certificada de la sentencia cuya revisión solicita, do-
cumento éste indispensable para la necesaria verificación de su certeza y, con ello, de la 
posible admisión de la presente  solicitud, lo cual no es subsanable ni siquiera con la consig-
nación de copia simple del fallo, por cuanto en este tipo de procedimientos no procede la 
aplicación del artículo 429 de la Ley Adjetiva Civil, dada la ausencia, en principio, de con-
tradictorio.  
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Aunado a ello, la solicitante no alegó imposibilidad de obtener la referida copia ni cons-
ta en autos ningún elemento del cual se desprenda tal impedimento. 

En estos supuestos, el artículo 133 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
aplicable al procedimiento de revisión por constituir una norma de común aplicación a todas 
las pretensiones que se propongan ante esta Sala Constitucional, tanto las que ameriten trami-
tación como las que no (ver, en este sentido, ss. S.C. N° 952 del 20-08-10, caso: Festejos 
Mar C.A. y N° 942 del 20-08-10, caso: Transporte Paccor C.A.), establece: 

“Se declarará la inadmisión de la demanda: 
1. Cuando se acumulen demandas o recursos que se excluyan mutuamente o cuyos procedi-
mientos sean incompatibles. 
2. Cuando no se acompañen los documentos indispensables para verificar si la deman-
dada es admisible. 
3. Cuando sea manifiesta la falta de legitimidad o representación que se atribuya el o la 
demandante, o de quien actúe en su nombre respectivamente. 
4. Cuando haya cosa juzgada o litispendencia. 
5. Cuando contenga conceptos ofensivos o irrespetuosos. 

6. Cuando haya falta de legitimación pasiva”. (Resaltado añadido). 

 Ante esa previsión legal es indiscutible la inadmisibilidad de la demanda o petición de 
revisión, por ello la Sala reitera a los justiciables la necesidad de que se acompañe a la solici-
tud de revisión los documentos indispensables para su admisión, los cuales, dada la naturale-
za del procedimiento acogido para su tramitación, deben consignarse en originales o en copia 
certificada mediante la cual la Sala pueda establecer con certeza sobre la existencia y conte-
nido del fallo pues, como se señaló, en su tramitación, no existe una fase o etapa de contra-
dicción ni una obligación de notificación de la contraparte que hubiese sido favorecida con el 
acto de juzgamiento cuestionado o de cualquier otro interesado en el mantenimiento de su 
validez, que pudiese cuestionar la eficacia de los recaudos consignados, de allí que, para la 
verificación de la admisión de una solicitud de revisión, éstos no deben arrojar ninguna duda 
sobre su existencia y validez. 

En efecto la Sala, mediante la sentencia N° 1245, dictada el 16 de agosto de 2013, caso: 
Antonio José Fereda y otros, asentó, respecto a la exigencia de esa carga procesal, lo siguiente: 

“Del estudio de las actas que conforman la presente solicitud de revisión constitucional, esta 
Sala observa que al momento de presentar la misma el abogado Roso Antonio Castillo López 
consignó copias simples (Cfr. folios 98 al 122 del expediente) y no certificadas de los pode-
res mediante los cuales pretende ejercer la representación de los ciudadanos Antonio José Fe-
reda Angulo, Valentín Alfredo Pérez, Roberto Rafael Aponte Moreno, Eulogio Añanguren 
Mambel, Francisco Javier Nieves Abreu, Vidal José Ramos Villarroel, Manuel Antonio Cis-
neros, William Eduardo Blanco Rivas, Miguel Antonio Carrera, Neris del Rosario Márquez 
de Díaz, Vilma Marise Bracovich Domínguez e Isidro Rafael Prado. 

En este orden de ideas, cabe destacar que, según doctrina de esta Sala, la condición de apode-
rado judicial del abogado que presente una solicitud de revisión debe probarse mediante la 
consignación, junto con el escrito, de copia certificada del poder en que conste el mandato 
expreso para ello, toda vez que una copia simple de dicho documento no merece fe pública y, 
por tanto, carece de suficiencia para acreditar la representación que se dice poseer.  

En tal sentido, esta Sala, en sentencia N° 1520, del 11 de octubre de 2011, caso: Alirio 
José Arrieta Marín, reiterada, entre otras, en sentencias N° 1125, de fecha 02 de agosto de 
2012, caso: Cervecería Polar, C.A; y, 1255, del 14 de agosto de 2012, caso: Josefina Carmo-
na, sostuvo lo siguiente: 
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Ahora, de la revisión de las actas procesales que conforman el expediente, esta Sala advierte 
que la abogada Claribel Castillo Meza, a pesar de haber consignado copia certificada de la 
sentencia objeto de revisión, no acompañó copia certificada del poder que acredite la re-
presentación que se atribuye, ya que sólo acompañó copia simple de dicho instrumento. 

Al respecto, esta Sala ha establecido que, por cuanto en la revisión constitucional no existe 
una contraparte que pueda impugnar los documentos que sean traídos a los autos en copia 
simple con la solicitud de revisión, el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil no es 
aplicable. 

Cabe destacar que el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil señala, en cuanto 
al valor probatorio de las copias simples, lo siguiente:  

Los instrumentos públicos y los privados reconocidos o tenidos legalmente por reconocidos 
podrán producirse en juicio originales o en copia certificada expedida por funcionarios com-
petentes con arreglo a las leyes. 

Las copias o reproducciones fotográficas, fotostáticas o por cualquier otro medio mecá-
nico claramente inteligible, de estos instrumentos, se tendrán como fidedignas si no fue-
ren impugnadas por el adversario, ya en la contestación de la demanda, si han sido 
producidas con el libelo, ya dentro de los cinco días siguientes, si han sido producidas 
con la contestación o en el lapso de promoción de pruebas. Las copias de esta especie 
producidas en cualquier otra oportunidad no tendrán ningún valor probatorio si no son 
aceptadas expresamente por la otra parte. 

La parte que quiera servirse de la copia impugnada podrá solicitar su cotejo con el original, o 
a falta de éste con una copia certificada expedida con anterioridad a aquélla. El cotejo se 
efectuará mediante inspección ocular o mediante uno o más peritos que designe el juez, a 
costa de la parte solicitante. Nada de esto obstará para que la parte produzca y haga valer el 
original del instrumento o copia certificada del mismo si lo prefiere.  

La necesidad de consignar un instrumento fehaciente obedece a la certeza que debe obtener 
esta Sala, respecto del contenido del fallo que pretende impugnarse a través de la revisión, 
dada la entidad de la sentencia que pretende revertirse. Por ello, la Sala ha considerado que 
quien pide una revisión debe presentar copia auténtica (fehaciente) del fallo a revisarse, no 
pudiendo suplantarse el mismo, ni siquiera por la vía del artículo 429 del Código de Proce-
dimiento Civil, ya que en materia de revisión no hay contraparte que controle lo aportado por 
el solicitante.  

De allí que, a juicio de la Sala, quien incoa una revisión tiene la carga de aportar al Tribunal 
la decisión impugnada, por no ser función de la Sala recabar dicho fallo (…). 

Así, el criterio de la Sala, anteriormente citado, es aplicable a los casos como el de autos 
por la necesidad de comprobar de forma fehaciente, mediante documento auténtico, la 
representación judicial de quien se presente en nombre de los accionantes, en aras de la 
seguridad jurídica y, además, debido a que el artículo 133, numeral 3 de la vigente Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia prevé como causal de inadmisibilidad de las 
demandas que se interpongan ante la Sala Constitucional, la manifiesta falta de repre-
sentación o legitimación que se atribuya el o la demandante, o de quien actúe en su 
nombre. 

De esta manera, se concluye que con la solicitud de revisión debe, necesariamente, consig-
narse original o copia certificada del poder de quien se atribuya la representación judi-
cial de otro, so pena de inadmisión de la solicitud, todo ello en razón de que no debe 
existir duda acerca de esa representación en cuanto a los efectos jurídicos en cabeza de 
aquel que podría no haber conferido tal cualidad a quien hubiere actuado en su nombre 
y, además, como antes se señaló, en estos procesos no existe una contraparte que pueda 
impugnar los documentos que sean traídos a los autos en copia simple con la solicitud de 
revisión, por lo que el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil no es aplicable. Así 
se decide. 



JURISPRUDENCIA 

 

503 

En virtud de las anteriores consideraciones, y por cuanto la abogada Claribel Castillo Meza 
no acreditó la representación que alegó tener, la revisión constitucional bajo análisis resulta 
inadmisible de conformidad con lo que preceptúa el artículo 133, numeral 3 de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Supremo de Justicia. Así se decide (Negritas de este fallo).  

Bajo estos supuestos, esta Sala estima necesario insistir respecto a que con la solicitud de re-
visión debe, necesariamente, consignarse original o copia certificada del poder de quien se 
atribuya la representación judicial de otro, “so pena” de la declaratoria de inadmisión de la soli-
citud, todo ello en razón de que no debe existir duda acerca de dicha representación en cuanto a 
los efectos jurídicos en cabeza de aquel que podría no haber conferido tal cualidad a quien hu-
biere actuado en su nombre, por cuanto en estos procesos no existe una contraparte que pueda 
impugnar los documentos que sean traídos a los autos en copia simple con la solicitud de revi-
sión, por lo que el artículo 429 del Código de Procedimiento Civil no es aplicable”.  

 De modo que, tomando en cuenta lo señalado supra la Sala reitera el criterio pacífico 
referido a que es una carga procesal consignar, conjuntamente con la solicitud de revisión 
constitucional, copia certificada del documento poder que acredite la representación judicial 
que aduce tener todo profesional del Derecho que actúe en nombre de una determinada per-
sona natural o jurídica, así como la copia certificada de la decisión cuestionada. 

Además, la Sala hace notar que el uso de la notoriedad judicial que tiene atribuido esta 
Máxima Instancia Constitucional (vid. sentencia N° 150, del 24 de marzo de 2000, caso: José 
Gustavo Di Mase Urdaneta), no puede suplir las cargas procesales que tienen los solicitantes 
cuando interponen la revisión constitucional, por lo que, en el caso sub examine, no es posi-
ble en Derecho corroborar la condición de apoderada judicial de las sociedades mercantiles 
Industria Venezolana Maicera Pronutricos, C.A. y Protécnica, C.A. que se atribuye la 
abogada Losbeliz Páez Arenas.  

Por lo tanto, visto que el incumplimiento de una carga procesal necesariamente implica 
una consecuencia de índole negativa, la Sala considera que es aplicable en el caso bajo estu-
dio lo señalado en el artículo 133 numerales 2 y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 
de Justicia, en virtud de ello, la Sala declara inamisible la solicitud de revisión constitucional 
presentada por la abogada Losbeliz Páez Arenas, antes identificada, quien aduce representar a 
las sociedades mercantiles Industria Venezolana Maicera Pronutricos, C.A. y Protécnica, 
C.A., contra la sentencia proferida el 10 de enero de 2017, por el Juzgado Superior Primero 
del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa con sede en Guanare, que 
confirmó la decisión del 4 de marzo de 2016, dictada por el Juzgado Primero de Sustancia-
ción Mediación y Ejecución del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, en juicio que 
por indemnización derivada de enfermedad ocupacional incoara el ciudadano Rudy José 
Anciso contra las mencionadas empresas. Así se decide 

TSJ-SC (114)                                              14-8-2020 

Magistrada Ponente: Lourdes Benicia Suárez Anderson 

Caso: Cleto Falasca Daniele. 

Una vez realizado el examen pormenorizado del presente expediente, procede esta Sala 
a emitir pronunciamiento de acuerdo a las consideraciones siguientes: 

ÚNICO 

Corresponde a este órgano jurisdiccional determinar preliminarmente su competencia 
para conocer de la presente solicitud de revisión, a tal efecto se advierte que el artículo 
336.10 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela le atribuye a esta Sala 
Constitucional la potestad de “revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo cons-
titucional y de control de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los 
tribunales de la República, en los términos establecidos por la ley orgánica respectiva”. 
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Tal potestad de revisión de decisiones definitivamente firmes abarca fallos que hayan 
sido expedidos tanto por las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia, así como por los 
demás tribunales de la República, tal y como se observa en el artículo 25, numerales 10 y 11, 
de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, pues la intención final es que la Sala 
Constitucional ejerza su atribución de máximo intérprete de la Constitución, conforme lo 
establece el artículo 335 del Texto Fundamental. 

En el presente caso, al abogado Marco Antonio Aponte, quien afirmó ser apoderado judi-
cial del ciudadano Cleto Falasca Daniele, solicitó la revisión constitucional de la sentencia del 
10 de junio de 2019, proferida por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y del 
Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, en el marco del proceso contentivo de 
la demanda por desalojo de local comercial ejercida por el hoy identificado como peticionario 
contra el ciudadano Elvis Juscelino Belizario Llovera, razón por la cual esta Sala asume la 
competencia para conocer de esta solicitud, de conformidad con lo previsto en los cardinales 10 
y 11 del artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Así se declara. 

Correspondiendo entonces a este órgano jurisdiccional el conocimiento sobre la solicitud 
aquí incoada, es de observar que en el presente caso el abogado ut supra identificado, pretende 
acreditar su condición de apoderado judicial mediante copia fotostática, certificada por la secre-
taria del tribunal de instancia, del instrumento poder que le fue conferido en el juicio principal 
del que devino el fallo objeto de la presente solicitud, razón por la que se estima pertinente la 
cita del criterio sostenido por esta Sala Constitucional en la sentencia N° 782 del 7 de abril de 
2006 (Caso: “José Pascual Bautista Contreras”), en el que se sostuvo que: 

 “…esta Sala observa que en el caso de autos el apoderado de los solicitantes señaló en su 
escrito lo siguiente: ‘actuando en este acto como apoderado de JOSÉ PASCUAL BAUTISTA 
CONTRERAS (...), cualidad que me corresponde conforme consta en el instrumento poder 
que me fue conferido mediante documento autenticado por ante la Notaría Pública (...) cuyo 
original se acompaña copia fotostática certificada (...) e igualmente como apoderado de 
ASOCIACIÓN COOPERATIVA MIXTA DE TRANSPORTE DE CARGA TÁCHIRA S.R.L., 
conforme consta en poder Apud Acta (...) ocurro a fin de interponer RECURSO EXTRAOR-
DINARIO DE REVISIÓN (sic)…” 

De allí que el representante legal de los solicitantes, actúa con fundamento en copia fotostá-
tica certificada de un poder que le fue conferido para el juicio de cobro de prestaciones so-
ciales y otros conceptos, que interpuso el ciudadano José Ramón Peñalosa Vega contra José 
Pascual Bautista Contreras y la Asociación Cooperativa Mixta de Transporte de Carga Tá-
chira R.L. y en un poder apud acta que le fue conferido el 15 de noviembre de 2004, por el 
Presidente de la Asociación Cooperativa Mixta de Transporte de Carga Táchira R.L. ante el 
Juzgado Primero de Transición de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Táchira. 

(omissis) 

En este sentido, es fundamental que el que dice ser apoderado judicial del solicitante de la 
revisión acredite la representación que se atribuye, así pues, en el caso de autos se observa, 
que con relación a la copia fotostática del poder que le otorga la representación al apode-
rado judicial de José Pascual Bautista Contreras uno de los solicitantes de la revisión  el 
mismo señala textualmente: ‘...para que me representen en todos y cada uno de los asuntos 
relacionados con la demanda por cobro de prestaciones sociales en mi contra intentó José 
Ramón Peñalosa...’. 

(omissis) 

Efectivamente, la revisión de una sentencia constituye una atribución exclusiva otorgada 
constitucionalmente a la Sala Constitucional, que sólo puede ejercer de manera extraordina-
ria, excepcional, restringida y discrecional, por lo cual su acceso debe entenderse como el 
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ejercicio de una solicitud independiente, que es del conocimiento exclusivo de la Sala Cons-
titucional, por lo cual, no es, ni puede entenderse como un recurso ordinario o extraordina-
rio, que se deriva de la acción principal. 

De allí que, el poder para interponer la solicitud debe ser especial, siendo inválido, todo 
poder que se acompañe en copia fotostática certificada, que sea otorgado para el juicio 
principal, que originó la decisión de la cual se solicita su revisión. Por tanto, al no constar 
en autos poder eficaz y suficiente otorgado al abogado que le acredite capacidad para in-
terponer la presente solicitud, resulta imperativo declarar la falta de legitimación del soli-
citante y así se declara.” (Destacado añadido). 

Conforme al criterio invocado, el cual fue reiterado en la sentencia N° 245/2010, se tie-
ne que la falta de legitimidad del solicitante por ineficacia e insuficiencia de poder acarrea la 
inadmisión de la solicitud por expresa disposición legal de conformidad con el artículo 133 
numeral 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, que prevé: 

“Artículo 133: Se declarará la inadmisión de la demanda: 
(…) 

3. Cuando sea manifiesta la falta de legitimidad o representación que se atribuya el o la de-
mandante, o de quien actúe en su nombre, respectivamente”. 

Al respecto, esta Sala ha referido que las causales de inadmisibilidad contenidas en el 
artículo 133 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia son plenamente aplicables 
a cualquier tipo de recurso, demanda o solicitud que se intente ante esta Sala Constitucional 
(vid. sentencia N° 942 del 20 de agosto de 2010, ratificada en sentencia N° 1125 del 2 de 
agosto de 2012). En atención a lo anterior, ante la interposición de cualquier tipo de recurso, 
demanda o solicitud, la parte debe consignar los documentos indispensables para su admisibi-
lidad y en caso de ser apoderado judicial demostrar de forma fehaciente la identificación del 
instrumento poder que le fuere otorgado, así como su consignación en autos en original o en 
copia certificada, en aras de la seguridad jurídica que debe imperar en todo procedimiento, ya 
que esta se concibe como una carga procesal legalmente establecida para el trámite de este 
tipo de solicitudes, siendo que del cumplimiento de esta depende el reconocimiento de la 
pretensión postulada. 

No obstante lo precedentemente expuesto, se considera necesario hacer notar que esta 
Sala en su sentencia identificada con el N° 1.350 del 5 de agosto de 2011, señaló que: 

“…la exigencia de legitimación procesal se encuentra satisfecha cuando el poder conforme al 
cual actúa un abogado tiene facultades ‘...al menos genéricas...’, se concluye que, en el mar-
co doctrinario, constitucional y jurisprudencial expuesto, deben admitirse las solicitudes de 
revisión planteadas conforme a poderes que habiliten genéricamente para actuar en sede ju-
risdiccional, aun cuando no conste en ellos facultad expresa para solicitar revisiones, pues 
cualquier solicitud que tienda a poner en marcha el aparato jurisdiccional del Estado y, en 
especial, el control constitucional de su actuación (como es el caso de la revisión constitu-
cional de sentencias), se encuentra informada del principio de informalidad de la justicia dis-
puesto en el Texto Fundamental. Todo dentro de esa visión y misión del papel de los magis-
trados y magistradas, jueces y juezas se torna en la hermenéutica jurídica y la creación del 
derecho en la adaptación de los nuevos valores incorporados en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela”. 

Ello así, se entiende que esta Sala, procurando la consecución de la justicia material por 
encima de las formalidades procesales exacerbadas y siendo laxa con los requisitos exigidos 
para actuar ante este órgano jurisdiccional, ha establecido que esta facultad para intentar las 
solicitudes de revisión no debe estar consagrada de manera expresa en el documento poder 
que se confiera a un abogado para actuar en juicio, sin embargo, en el asunto sub examine el 
profesional del derecho que afirmó actuar en nombre y representación del ciudadano señala-
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do como solicitante previamente identificado, tal y como antes se indicó, solo se limitó a 
consignar copia certificada por el tribunal de instancia del expediente en que consta la sen-
tencia que requirió fuere revisada por esta Sala, no pudiendo verificarse de tales reproduccio-
nes fotostáticas que el mencionado instrumento poder constara allí en original o copia certifi-
cada por el órgano notarial correspondiente, motivos por lo que se estima que en el caso de 
autos no se cumplió con la carga procesal de acompañar poder suficiente y eficaz que acredi-
te la condición de apoderado judicial de quien se afirmó ser el solicitante de revisión consti-
tucional, en consecuencia, esta Sala Constitucional, con fundamento en lo dispuesto en el 
numeral 3 del artículo 133 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, declara 
inadmisible la solicitud de revisión propuesta. Así se decide. 

DECISIÓN 

 Por las razones que anteceden, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela por autori-
dad de la ley, declara INADMISIBLE la solicitud de revisión constitucional, intentada por el 
abogado Marco Antonio Aponte, quien afirmó ser apoderado judicial del ciudadano CLETO 
FALASCA DANIELE, de la sentencia dictada el 10 de junio de 2019 por el Juzgado Supe-
rior Primero en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado 
Lara, en el marco del proceso contentivo de la demanda por desalojo de local comercial ejer-
cida por el hoy identificado como peticionario contra el ciudadano Elvis Juscelino Belizario 
Llovera. 

2.  Acción de Amparo Constitucional. Medidas Cautelares 

TSJ-SC (77)                        7-7-2020 

Magistrado Ponente: Luis Fernando Damiani Bustillos 

Caso: José Gregorio Noriega Figueroa y Lucila Angela Pacheco Bravo 
(Movimiento Voluntad Popular). 

En este sentido, la jurisprudencia de esta Sala del Supremo Tribunal (sentencia del 24 de 
marzo de 2000, caso: “Corporación L' Hotels, C.A.”) [Véase Revista de Derecho Público Nº 
81, 2000, pp. 395 y ss.] dejó sentado la amplitud de criterio que tiene el juez del amparo para 
decretar medidas cautelares, al disponer:  

 “Dada la urgencia del amparo, y las exigencias del artículo 18 de la Ley Orgánica de Ampa-
ro Sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no puede exigírsele al accionante, que de-
muestre una presunción de buen derecho, bastando la ponderación por el juez del fallo im-
pugnado; mientras que por otra parte, el periculum in mora esta consustanciado con la natu-
raleza de la petición de amparo, que en el fondo contiene la afirmación que una parte está le-
sionando a la otra, o que tiene el temor que lo haga y, que requiere que urgentemente se le 
restablezca o repare la situación. 

De allí, que el juez del amparo, para decretar una medida preventiva, no necesita que el peti-
cionante de la misma le pruebe los dos extremos señalados con antelación en este fallo, ni el 
temor fundado de que una de las partes pueda causar a la otra lesiones graves o de difícil re-
paración al derecho de la otra, ya que ese temor o el daño ya causado a la situación jurídica del 
accionante es la causa del amparo, por lo que el requisito concurrente que pide el artículo 588 
del Código de Procedimiento Civil, para que procedan las medidas innominadas, tampoco es 
necesario que se justifiquen: quedando al criterio del juez del amparo, utilizando para ello las 
reglas de lógica y las máximas de experiencia, si la medida solicitada es o no procedente.  

 (...omissis...) 

Por ello, el juez de amparo utilizando su saber y ponderando con lo que existe en autos la 
realidad de la lesión y la magnitud del daño, la admite o la niega sin más”. 
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Una vez indicado el anterior criterio jurisprudencial, se tiene que el legislador por su 
parte, en el nuevo texto de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (Gaceta Oficial 
N° 39.522 del 1 de octubre de 2010), acogió los postulados sentados por la jurisprudencia de 
la Sala y, en el artículo 130, consagró la potestad cautelar general de esta Sala en los términos 
que siguen: 

“Artículo 130. En cualquier estado y grado del proceso las parles podrán solicitar y la Sala 
Constitucional podrá acordar, aun de oficio, las medidas cautelares que estime pertinentes. 
La Sala Constitucional contará con los más amplios poderes cautelares como garantía de la 
tutela judicial efectiva, para cuyo ejercicio tendrá en cuenta las circunstancias del caso y los 
intereses públicos en conflicto”. 

La norma transcrita, viene a positivizar la doctrina pacífica y reiterada de esta Sala (Vid. 
Sent. N° 269/2000, caso: “ICAP”), [Véase: Revista de Derecho Público Nº 82, 2000, pp. 281 
y ss.] según la cual, la tutela cautelar constituye un elemento esencial del derecho a la tutela 
judicial efectiva y, por tanto, un supuesto Fundamental del proceso que persigue un fin pre-
ventivo de modo explícito y directo. De allí su carácter instrumental, esto es, que las medidas 
cautelares no constituyen un fin en sí mismas, sino que se encuentran preordenadas a una 
decisión ulterior de carácter definitivo, por lo que en relación al derecho sustancial, fungen de 
tutela mediata y, por tanto, de salvaguarda del eficaz funcionamiento de la función jurisdic-
cional. 

Significa entonces, que el citado carácter instrumental determina, por una parte, su natu-
raleza provisional y, al mismo tiempo, su idoneidad o suficiencia para salvaguardar la efecti-
vidad de la tutela judicial, pues si se conceden providencias que no garantizan los resultados 
del proceso, la tutela cautelar se verá frustrada en la medida en que no será útil para la reali-
zación de ésta. 

Resulta así oportuno referir a Calamandrei (1984. Providencias Cautelares, Editorial 
Bibliográfica Argentina. Buenos Aires), en el sentido de que, como efecto del matiz servicial 
de las medidas cautelares, éstas deben ser homogéneas con el petitorio de fondo, ya que 
alcanzan su mayor eficacia en cuanto más similares sean a las medidas que habrán de adop-
tarse para la satisfacción de la pretensión definitiva pues, se reitera, constituyen la garantía de 
la ejecución del fallo definitivo. 

A.  Pérdida de interés. Abandono de trámite 

 TSJ-SC (93)      14-8-2020   

Magistrado Ponente: Juan José Mendoza Jover 

Caso: Haidee Josefina Arvelaez Campos, Fátima Lupita Vieira De Abreu 
y Otros. 

ÚNICO 

 Para decidir, esta Sala observa que los accionantes mediante escrito presentado ante la 
Secretaría de esta sala el 07 de junio de 2016, contra la medida de protección dictada por el 
“Tribunal Superior del Estado Guárico (sic), con sede en San Juan de los Morros bajo el 
N° JSAG-S-088”, señalaron que dicha decisión, “está afectando no solo el derecho de 
posesión de nuestras personas sino que afectó y violó la Garantía Agroalimentaria y pro-
piedad privada”.  

Finalmente, solicitaron que sea admitida y declarada con lugar la presente acción de 
amparo. 
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Ahora bien, ha sido criterio reiterado de esta Sala que, en el proceso de amparo, el inte-
rés de la parte actora, atendiendo a la tutela de los derechos constitucionales, debe mantener-
se a lo largo del proceso que se inicia, en razón de lo cual la falta de impulso procesal durante 
un plazo superior a seis (06) meses deja entrever que no existe una necesidad imperiosa de 
que sea resuelto el asunto planteado, circunstancia que se entiende como un abandono del 
trámite que forzosamente conlleva a la declaratoria de terminado el procedimiento. 

Así, esta Sala, en la sentencia N° 982, del 06 de junio de 2001, caso: José Vicente Are-
nas Cáceres, [Véase: Revista de Derecho Público Nº 85-86-87-88, 2001, pp. 477 y ss.] ratifi-
cada, entre otras, en la decisión N° 439, del 25 de abril de 2012, caso: La Laguna, C.A., 
estableció lo siguiente: 

 (...) la pérdida del interés puede sobrevenir en el curso del proceso. Es lo que ocurre cuando 
el actor desiste de su pretensión, caso en el cual se otorga autoridad de cosa juzgada al desis-
timiento y se declara la extinción del proceso. También puede ocurrir que decaiga únicamen-
te el interés en el procedimiento que se halla en curso, caso en el cual ocurre el desistimiento 
del procedimiento a que se refiere el artículo 266 del Código de Procedimiento Civil. 

Finalmente, puede ocurrir que el interés decaiga por la inacción prolongada del actor o de 
ambas partes, caso en el cual se extingue la instancia iniciada en protección de determinada 
pretensión. El Código de Procedimiento Civil señala expresamente los supuestos que confi-
guran la inacción prolongada y que dan lugar a la perención de la instancia. En el caso espe-
cífico de la inacción prolongada del actor, señala el incumplimiento de ciertas obligaciones 
procesales como causa de la perención. En la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Ga-
rantías Constitucionales no consta una regulación semejante, pero en ella se prevé la figura 
del abandono del trámite, que expresa también el decaimiento del interés del actor, lo cual se 
deduce del paralelismo entre ese supuesto en la Ley especial y los supuestos de extinción de 
la instancia, a causa del incumplimiento de las obligaciones del actor, previstas en el artículo 
267 del Código de Procedimiento Civil. El abandono del trámite expresa una conducta inde-
bida del actor en el proceso, puesto que revela una actitud negligente que procura la prolon-
gación indefinida de la controversia.  

(...) 

Tal conclusión deriva de la propia naturaleza del amparo como medio judicial reservado para 
la tutela inmediata de los derechos y garantías constitucionales cuando las vías ordinarias no 
resultan idóneas, tal como se desprende de la letra del artículo 27 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela que estatuye para el amparo –al unísono, cabe destacar, 
con varios tratados internacionales en materia de derechos humanos– un procedimiento bre-
ve, gratuito y no sujeto a formalidad en el que la autoridad judicial competente tiene potestad 
para restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida o la situación que más se 
asemeje a ella y en la que todo tiempo es hábil y el tribunal debe tramitarlo con preferencia a 
cualquier otro asunto. Así ha sido declarado por la jurisprudencia patria pacíficamente, aún 
antes de la promulgación de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Consti-
tucionales. 

En efecto, si el legislador ha estimado que, como consecuencia de ese carácter de urgencia 
que distingue al amparo, la tolerancia de una situación que se entiende lesiva de derechos 
fundamentales, por más de seis meses, entraña el consentimiento de la misma y, por tanto, la 
pérdida del derecho a obtener protección acelerada y preferente por esa vía, resulta lógico 
deducir que soportar, una vez iniciado el proceso, una paralización de la causa sin impulsarla 
por un espacio de tiempo semejante, equivale al abandono del trámite que había sido iniciado 
con el fin de hacer cesar aquélla situación lesiva o amenazadora de derechos fundamentales. 
Por tanto, resultaría incongruente con la aludida naturaleza entender que el legislador hubiere 
previsto un lapso de caducidad de seis meses para la interposición de la demanda y, al propio 
tiempo, permitiese que se tolerase pasivamente la prolongación en el tiempo de la causa, sin 
la obtención de un pronunciamiento, por un lapso mayor a aquél. 

(...) 



JURISPRUDENCIA 

 

509 

De conformidad con lo expuesto, la Sala considera que la inactividad por seis (6) meses de la 
parte actora en el proceso de amparo, en la etapa de admisión o, una vez acordada ésta, en la 
práctica de las notificaciones a que hubiere lugar o en la de la fijación de la oportunidad para 
la celebración de la audiencia oral, por falta de impulso del accionante, ocasiona el abandono 
del trámite de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica de Amparo 
sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y, con ello, la extinción de la instancia (Resal-
tado de este fallo). 

De este modo, en sintonía con el criterio jurisprudencial anteriormente transcrito, se 
desprende que los justiciables que instan a los órganos jurisdiccionales para obtener la tutela 
de sus derechos fundamentales, deben mantener a lo largo del proceso, el interés en la obten-
ción de la tutela urgente y preferente del amparo, lo cual se demuestra mediante la presenta-
ción de escritos o diligencias en los cuales tal interés quede manifiesto. 

Bajo estos supuestos, esta Sala observa que, en el presente caso los abogados Germán 
Jesús Piña y Juan Carlos Rondón, asistiendo a los ciudadanos Haidee Josefina Arvelaez 
Campos, Fátima Lupita Vieira de Abreu, Agustín Valera Costa y Domingo Rafael Arvelaez 
Campos, desde el 07 de junio de 2016, fecha en la que procedieron a interponer la presente 
acción de amparo, hasta la presente fecha no se han realizado ninguna actuación que impulsa-
ra el proceso, evidenciándose que transcurrieron más de seis (06) meses, en razón de lo cual 
operó la pérdida del interés y, por ende, el abandono del trámite de la acción de amparo pro-
puesta, de manera que para esta Sala resulta forzoso declarar el abandono del trámite y, en 
consecuencia, la terminación del procedimiento, por cuanto en el presente caso no se ve 
afectado el orden público ni las buenas costumbres. Así se declara. 

3.   Acción de amparo constitucional contra la sentencia. Admisibilidad 

TSJ-SC (94)                          14-8-2020 

Magistrado-Ponente: Juan José Mendoza Jover 

Caso: ARTEC CONSTRUCCIONES C.A.  

No es posible la incoación del amparo constitucional contra una omi-
sión de la Sala Político Administrativa de este Tribunal Supremo de 
Justicia, ya que existe una prohibición expresa de la ley que rige ese 
medio de tutela constitucional, en cuanto a la admisión de tal de-
manda cuando tenga por objeto un acto u omisión de juzgamiento de 
alguna de las Salas de este máximo organismo jurisdiccional. 

 Antes de cualquier pronunciamiento, debe esta Sala determinar su competencia para 
conocer de la presente acción de amparo constitucional y, a tal efecto, observa el criterio 
establecido en sentencia N° 1638/2012, lo siguiente: 

…Omissis…  

En el presente caso, resulta evidente que esta Sala Constitucional no es el tribunal jerárqui-
camente superior de la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia contra cuya 
presunta omisión fue ejercida la pretensión de amparo. 

Sin embargo, corresponde a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el 
ejercicio de la jurisdicción constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el cardinal 1 
del artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordan-
cia con los artículos 335 y 336.10 eiusdem. 

Al respecto, es oportuno señalar el criterio sostenido por esta Sala Constitucional, en 
sentencia del 20 de enero de 2000, en el caso Emery Mata Millán, en la cual estableció lo 
siguiente: 
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 …Omissis…  

 La jurisdicción constitucional comprende, entre otros asuntos, no sólo declarar la nulidad de 
las leyes y demás actos de los órganos que ejercen el poder público, dictados en ejecución di-
recta e inmediata de la Constitución o que tengan rango legal (artículo 334 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela), sino también la revisión de las sentencias de am-
paro constitucional y de control de constitucionalidad de las leyes o normas jurídicas dicta-
das por los Tribunales de la República, en los términos establecidos por la ley orgánica res-
pectiva (numeral 10 del artículo 336 de la Constitución). 

Si bien es cierto, que la Constitución dispone la promulgación de una Ley Orgánica para re-
gular el ejercicio de la facultad prevista en el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución, 
es principio aceptado en la doctrina constitucional, que los preceptos orgánicos son de inme-
diata aplicación por todos los poderes públicos, y, en particular, por los órganos a los que la 
disposición constitucional se refiere. Existan o no las normas que desarrollen la regulación 
constitucional, ésta es plenamente eficaz por sí misma y, por lo tanto, establece pautas para el 
funcionamiento del órgano al que se refiera la norma constitucional. En consecuencia, aún 
cuando no haya sido dictada la ley que desarrolle el precepto constitucional, la disposición 
contenida en el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución, es de aplicación inmediata 
por la Sala Constitucional. 

Por tanto, esta Sala establece que ha sido facultada en materia de amparo de la siguiente 
forma: 

 Por ser función de esta Sala, según el artículo 335 de la Constitución, la interpretación de di-
cha Carta Magna es claro que la materia de su conocimiento abarca las infracciones constitu-
cionales, como lo demuestran las atribuciones que la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela otorga a la Sala Constitucional en su artículo 336. Esta circunstancia la con-
vierte en la Sala que por la materia tiene la competencia para conocer, según el caso, de las 
acciones de amparo constitucional propuestas conforme a la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales…  

Así pues, de conformidad con el criterio establecido en la sentencia anteriormente trans-
crita y las normas antes mencionadas en ella,  corresponde a esta Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, como máxima instancia en materia constitucional, la compe-
tencia para conocer de la acción de amparo de autos. Así se declara.  

Observa la Sala que el abogado Gilberto León Álvarez, actuando en su condición de 
apoderado judicial de la sociedad mercantil Artec Construcciones, C.A., intentó ante esta 
Sala Constitucional acción de amparo contra la sentencia N° 198, dictada el 30 de mayo de 
2019, por la Sala de Casación Civil, para cuya fundamentación denunció la violación de 
normas constitucionales, y en tal sentido se evidencia del presente expediente, (folio 12) que 
dicha representación judicial señaló en el escrito de amparo que el único remedio que tiene y 
dispone para anular la sentencia “lesiva” es la acción de amparo constitucional, “en razón de 
que en primer lugar, no existe la posibilidad de que por vía ordinaria se le pueda reparar la 
lesión sufrida”, ya que la misma tiene carácter de firmeza y de cosa juzgada. 

Asimismo, solicitó ante esta Sala Constitucional, se admita y se declare con lugar la 
presente acción de amparo constitucional y se anule la sentencia N° 198 dictada el 30 de 
mayo de 2019, por la Sala de Casación Civil de este Máximo Órgano jurisdiccional. 

Ahora bien, estima esta Sala importante recordar el contenido del artículo 3 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en el cual se señala que es el más Alto Tribunal 
de la República y la máxima representación del Poder Judicial, contra las decisiones que 
dicte, en cualquiera de sus Salas, no se oirá ni admitirá recurso alguno, con la salvedad de la 
solicitud de revisión atribuido a la competencia de esta Sala. Dicho artículo dispone expre-
samente lo siguiente: 
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Artículo 3. Máxima Instancia. El Tribunal Supremo de Justicia es el más alto tribunal de la 
República; contra sus decisiones, en cualquiera de sus Salas, no se oirá, ni admitirá acción ni 
recurso alguno, salvo lo que se dispone en la presente Ley. 

En este mismo sentido, el artículo 6.6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales, establece lo siguiente: 

Artículo 6.  No se admitirá la acción de amparo: 

(...) 

6) Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Suprema de Justicia. 

Al respecto, esta Sala en sentencia N° 1.291 del 19 de julio de 2001 (caso: “Erasmo 
Carmona Rivas”), precisó lo siguiente: 

(...) la presente demanda de amparo no fue interpuesta contra una decisión de la Sala Políti-
co-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, sino contra una omisión de ésta, tal co-
mo se indicará supra.  

En tal sentido, esta Sala considera necesario señalar que, así como no cabe recurso alguno 
contra las decisiones del más alto Tribunal por ser el máximo tribunal en la jerarquía juris-
diccional, con la sola excepción del recurso revisión, debe entenderse e interpretarse, por 
analogía, que contra las omisiones o falta de pronunciamiento del Tribunal Supremo de Jus-
ticia, tampoco se admitirá u oirá recurso alguno, con la salvedad de la excepción preanotada, 
a tenor de lo previsto en las normas aludidas, puesto que no existe ningún tribunal de mayor 
jerarquía que pueda conocer de aquéllos. 

Ello así, la presente demanda de amparo resulta inadmisible (…).  

Asimismo, esta Sala en sentencia N° 112 del 8 de marzo de 2010 (caso: “Ramón Guerra 
Betancourt”), indicó lo siguiente: 

… en el caso bajo examen se ejerció un amparo constitucional contra una supuesta omisión 
de la Secretaría de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia. 

(…) 

Conforme con la norma y fallos antes transcritos es claro que no es posible la incoación del 
amparo constitucional contra una omisión de la Sala Político Administrativa de este Tribunal 
Supremo de Justicia, ya que existe una prohibición expresa de la ley que rige ese medio de 
tutela constitucional, en cuanto a la admisión de tal demanda cuando tenga por objeto un acto 
u omisión de juzgamiento de alguna de las Salas de este máximo organismo jurisdiccional. 

En conclusión, como la demanda de autos se contrae a un amparo contra la Secretaría de la Sala 
Político-Administrativa, se declara la inadmisión de la pretensión… (Subrayado añadido).  

De lo anterior se colige que, no es posible intentar una demanda de amparo constitucio-
nal contra el pronunciamiento de la Sala de Casación Civil de este Tribunal Supremo de 
Justicia, ya que existe una prohibición expresa de la ley que rige la materia del amparo cons-
titucional de admitir este tipo de acción contra las decisiones de alguna de las Salas del Tri-
bunal Supremo de Justicia por ser éste el máximo órgano jurisdiccional. 

En consecuencia, la solicitud planteada por el abogado Gilberto León Álvarez, actuando 
en su condición de apoderado judicial de la sociedad mercantil Artec Construcciones, C.A., 
donde intentó ante esta Sala Constitucional demanda de amparo contra la sentencia N° 198, 
dictada el 30 de mayo de 2019, por la Sala de Casación Civil, de este Máximo Tribunal, 
resulta inadmisible de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.6 de la Ley Orgánica de 
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Así se decide. 
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DECISIÓN 

 Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala 
Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, 
declara INADMISIBLE la acción de amparo constitucional interpuesta por el abogado Gil-
berto León Álvarez, actuando en su condición de apoderado judicial de la sociedad mercantil 
ARTEC CONSTRUCCIONES, C.A., contra la sentencia N° 198, dictada el 30 de mayo de 
2019, por la Sala de Casación Civil, de este Tribunal Supremo de Justica 

TSJ-SC(95)                                 14-8-2020 

Magistrado Ponente: Arcadio Delgado Rosales 

Caso: Julio César Tovar López  

ÚNICO 

 En forma previa, pasa la Sala a determinar la competencia para conocer de la presente ac-
ción de amparo. Al respecto, debe señalarse que corresponde a esta Sala Constitucional el cono-
cimiento de las demandas de amparo constitucional interpuestas contra las decisiones, actos u 
omisiones que provengan de los Juzgados Superiores de la República, salvo las que sean dicta-
das por los Juzgados Superiores en lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo 
preceptuado en el cardinal 20 del artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justi-
cia y el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.   

 En tal sentido, por cuanto la acción de autos se interpuso contra una presunta negativa u 
omisión contra la ciudadana Darcy Lorena Sánchez Nieto, en su condición de Jueza Rectora 
y Presidenta del Circuito Judicial Penal del Estado Yaracuy, esta Sala, congruente con las 
disposiciones mencionadas, se declara competente para conocer de la misma. Así se declara. 

 Ahora bien, una vez determinada la competencia, esta Sala observa que la principal de-
nuncia reside en que el ciudadano Julio César Tovar López, “(…) fue imputado formalmente 
ante este Tribunal de Control N° 6, [su] patrocinado, por el delito de USO DE DOCUMEN-
TO FALSO, y por cuanto en esa fecha es que tengo conocimiento de lo tratado y procesado 
por el tribunal en el asunto en cuestión, toda vez que [a su]  patrocinado, jamás se le respeto 
(sic) la condición de víctima querellante, fue asistidos (sic) por profesionales del derecho, y 
no por el Ministerio Público (…)”. Asimismo, señaló que solicitó ante el mencionado tribu-
nal “(…) con énfasis a la ciudadana juez [le] permitiera el acceso al expediente, por cuanto, 
por razones no explicadas antes de la imputación y posteriormente fue y ha sido imposible 
que se [le] dé acceso al expediente, [dejando a su defendido] en absoluta indefensión (…), 
toda vez que esta parte no ha podido realizar ni interponer recurso alguno, ante decisiones 
que se han tomado en perjuicio del imputado (…)”. Solicitó a esta Sala, que ordene “(…) de 
manera inmediata a la Juez Rectora y Presidenta del Circuito Judicial Penal de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Yaracuy, ciudadana, abogada, DARCY LORENA SÁNCHEZ 
NIETO (…)”. 

 Esta Sala advierte que con el escrito contentivo de la acción de amparo constitucional, el 
abogado José Luis Altuve Aular, quien se atribuyó el carácter de “abogado de confianza” del 
ciudadano Julio César Tovar López, no consignó un ejemplar del poder original autenticado 
ante la Notaría Pública respectiva, en copia certificada o ad efectum videndi ante la Secretaría 
de esta Sala Constitucional, sin aludir a alguna situación que en particular le hubiese impedido 
su presentación, lo cual imposibilita constatar la representación que se atribuye.  

Sobre el particular, esta Sala Constitucional reiteradamente ha ratificado su doctrina re-
ferida a que, para la interposición de un amparo constitucional, cualquier persona que consi-
dere haber sido víctima de lesiones constitucionales, que reúna las condiciones necesarias 
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para actuar en juicio, puede ser parte actora en un proceso de ese tipo. Sin embargo, al igual 
que para cualquier otro proceso, si ese justiciable, por más capacidad procesal que posea, no 
puede o no quiere por su propia cuenta postular pretensiones en un proceso, el ius postulandi 
o derecho de hacer peticiones en juicio deberá ser ejercido por un abogado que tenga atribui-
do el derecho de representación en virtud de un mandato o poder auténtico y suficiente; de lo 
contrario, la ausencia de tan indispensable presupuesto procesal deberá ser controlada de 
oficio por el juez de la causa mediante la declaratoria de inadmisibilidad de la acción (vid. 
sentencias N° 1364, del 27 de junio de 2005, caso: “Ramón Emilio Guerra Betancourt”; 
ratificada, entre otras, en sentencias Nros. 2603 del 12 de agosto de 2005, caso: “Gina Cuen-
ca Batet”; 152 del 2 de febrero de 2006, caso: “Sonia Mercedes Look Oropeza”; 1316 del 3 
de junio de 2006, caso: “Inversiones Inmobiliarias S.A.” y 1894 del 27 de octubre de 2006, 
caso: “Cleveland Indians Baseball Company”). 

En tal sentido, esta Sala igualmente ha establecido (vid. entre otras  s.S.C. números 808/ 
2007, 804/2008, 816/2009, 111/2011, 841/2013, 1334/2013 y 1048/2014) que la demanda de 
amparo debe estar acompañada del original o de la copia certificada del poder que acredite la 
legitimación del abogado que actúe en nombre del accionante, así como de la documentación 
que permita verificar la adjudicación de ese mandato si el mismo proviene de una delegación 
de poder en nombre de un representante de una persona jurídica de derecho privado o de un 
órgano o ente de carácter público. 

Asimismo, la Sala observa que en el presente caso, no resulta aplicable la excepción 
aceptada en las causas penales, que permite a los defensores públicos o privados intentar a 
favor de su defendido la acción de amparo constitucional, sin que medie poder o facultad 
expresa; siempre y cuando se evidencie en las actas procesales del amparo algún otro docu-
mento demostrativo del carácter de defensor, pues, no consta ningún documento demostrati-
vo que señale al abogado José Luis Altuve Aular, quien se atribuyó el carácter de “abogado 
de confianza”,  alguna actuación en la causa penal primigenia. (vid. sentencia de esta Sala 
número 777 del 12 de junio de 2009). 

A la luz de los anteriores criterios, siendo que el referido abogado carece de facultad pa-
ra actuar en nombre y representación del ciudadano Julio César Tovar López, ya que no 
consignó la documentación necesaria para ejercer la tutela invocada, resulta imperioso para 
esta Sala Constitucional declarar la inadmisibilidad de la presente acción, con fundamento en 
lo estipulado en el artículo 18 cardinal 1 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales y artículo 133 cardinales 2 y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de Justicia, aplicable al procedimiento de amparo constitucional, tal como lo dispo-
ne el artículo 48 de la referida Ley Orgánica de Amparo. Así se declara. 

 Asimismo, esta Sala constata que los derechos denunciados como quebrantados en el 
presente caso sólo tienen incidencia en la esfera particular del accionante, sin que de alguna 
manera se vea afectado, ni lesionado, vulnerado o menoscabado, directa o indirectamente el 
orden público, las buenas costumbres o parte de la colectividad. 

DECISIÓN 

 Por las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, 
administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara INADMI-
SIBLE la acción de amparo constitucional interpuesta por el abogado José Luis Altuve 
Aular, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 101.822, quien 
se atribuyó el carácter de “abogado de confianza” del ciudadano JULIO CÉSAR TOVAR 
LÓPEZ, contra la ciudadana Darcy Lorena Sánchez Nieto, en su condición de Jueza Rectora 
y Presidenta del Circuito Judicial Penal del Estado Yaracuy. 


